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miento por la Sentencia apelada de la excepción dilatoria,
no condujo a consecuencia procesal diversa a la pura-
mente formal obtenida en la instancia, por cuanto la
Sección Segunda de la Audiencia Provincial de León,
como Tribunal ad quem, no procedió a reparar la falta
de subsanación producida en la primera instancia, y se
limitó a dictar Sentencia por la que se ratificó íntegra-
mente el pronunciamiento de inadmisión o absolución
en la instancia de la Sentencia impugnada. Quedó así
definitivamente imprejuzgada la pretensión, ejercitada
en el proceso civil, sobre el alegado mejor derecho del
tercerista en la vía administrativa de apremio seguida
por la Tesorería Territorial de la Seguridad Social de León,
de tal suerte que se vino a consolidar por Sentencia
firme la indefensión padecida por el demandante en el
proceso a quo, al no obtener pronunciamiento judicial
sobre el fondo de su pretensión.

Lo expuesto conduce a entender que con tal actua-
ción procesal se privó a quien nos demanda amparo
de su derecho a obtener de los órganos jurisdiccionales
una decisión sobre la cuestión de fondo de su pretensión
ejercitada en el oportuno juicio de menor cuantía, lo
que determina que hayamos de estimar vulnerado su
derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión, que
le reconoce el art. 24.1 de nuestra Constitución. Por
ello procede el otorgamiento del amparo que se nos
ha impetrado.

7. En cuanto al alcance de nuestro fallo estimatorio,
y dado el tiempo transcurrido en ambas instancias sin
que conste, ni se haya alegado por la Tesorería General
de la Seguridad Social comparecida en este proceso
constitucional, que a la reclamación dirigida a dicho Ser-
vicio Común por el ahora demandante, recayera reso-
lución expresa, se entiende procedente, para restablecer
el derecho fundamental vulnerado, la retroacción de las
actuaciones procesales al momento inmediato anterior
al de dictarse Sentencia por el Juzgado de Primera Ins-
tancia, en los autos de juicio de menor cuantía núm.
162/94, a fin de que el Juzgado pronuncie nueva Sen-
tencia, en la que no se estime la excepción dilatoria
de falta de reclamación previa en la vía administrativa
(art. 533.7 LEC), opuesta por la mencionada Tesorería
General.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Ángel Matanza
Moratiel y, en su virtud:

1.o Reconocer al demandante el derecho fundamen-
tal a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.).

2.o Declarar la nulidad de la Sentencia dictada el
9 de mayo de 1995 por el Juzgado de Primera Instancia
núm. 3 de los de León (en autos de menor cuantía núm.
162/94), y la pronunciada en apelación por la Sección
Segunda de la Audiencia Provincial de León el 27 de
octubre de 1995 (en el rollo de apelación núm. 361/95),
confirmatoria de la de instancia.

3.o Retrotraer las actuaciones de primera instancia
al momento procesal oportuno, a fin de que el men-
cionado Juzgado dicte nueva Sentencia que no se funde
en la excepción procesal de falta de reclamación previa
en la vía administrativa del art. 533.7 LEC.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a cinco de mayo de dos mil.—Pedro
Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pa-
blo García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fernando
Garrido Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado
y rubricado.

10657 Sala Primera. Sentencia 109/2000, de 5 de
mayo de 2000. Recurso de amparo
322/1996. Promovido por don Candelario
Villanueva Pérez respecto de los Autos de la
Audiencia Provincial de Vitoria y del Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria de Bilbao que con-
firmaron la denegación, por parte del Centro
Penitenciario de Nanclares de Oca, de un per-
miso de salida. Supuesta vulneración del dere-
cho a la tutela judicial efectiva: denegación
de permiso de salida a un recluso que es razo-
nada y no está desconectada de los fines de
la institución.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 322/96, promovido
por don Candelario Villanueva Pérez, representado por
la Procuradora de los Tribunales doña Paloma Rubio
Peláez, con asistencia letrada de don Juan Botella Reina,
contra el Auto de la Audiencia Provincial de Vitoria de
30 de diciembre de 1995, que confirmó el del Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria de Bilbao de 29 de mayo
del mismo año, que a su vez confirmaba en reforma
el pronunciado por ese mismo órgano judicial el 8 de
marzo denegando un permiso de salida. Han sido parte
el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado. Ha sido
Ponente el Magistrado don Pablo García Manzano, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
25 de enero de 1996, don Candelario Villanueva Pérez
manifestó su voluntad de interponer recurso de amparo
contra los Autos a que se ha hecho referencia ante-
riormente. Solicitó para ello el beneficio de justicia gra-
tuita y la designación de Abogado y Procurador del turno
de oficio.

2. Tras los correspondientes trámites procesales de
nombramiento de Procurador y Abogado del turno de
oficio, la Procuradora doña Paloma Rubio Peláez forma-
lizó, en representación del recurrente, la demanda el 29
de marzo de 1996.

3. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la resolución del caso son,
en síntesis, los siguientes:
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a) La Junta de Régimen y Administración del Centro
Penitenciario de Nanclares de la Oca, denegó al recurren-
te, que cumplía varias condenas, un permiso ordinario
de salida el 14 de noviembre de 1994. Contra esta deci-
sión, el demandante recurrió en queja ante el Juez de
Vigilancia Penitenciaria de Bilbao que, tras recabar del
Centro Penitenciario informes sobre la conducta del
recurrente, además de un informe social y otro psico-
lógico y oír al Ministerio Fiscal, que interesó la confir-
mación de la decisión del Centro, resolvió, por Auto de
8 de marzo de 1995, desestimar la queja del interno.

b) En el Auto, el órgano judicial, tras valorar que
la decisión de la dirección del Centro Penitenciario estaba
basada en la lejanía del cumplimiento de las tres cuartas
partes de la condena, razonaba la desestimación de la
siguiente forma: «A la vista del informe del Centro Peni-
tenciario es forzoso estimar que, si bien el interno cumple
el requisito de haber cumplido la cuarta parte de la con-
dena y estar clasificado en 2.o grado de tratamiento,
como lo establece el artículo 254.2 del Reglamento Peni-
tenciario, no concurren las demás circunstancias que
dicho precepto exige para la concesión del permiso de
salida solicitado, toda vez que la lejanía del cumplimiento
de las tres cuartas partes de la condena (junio 1998)
podría favorecer el quebrantamiento, por lo que ante
el informe negativo de la Junta de Régimen y la oposición
del Ministerio Fiscal, no procede estimarse la queja del
interno».

c) Contra este Auto el interno recurrió en reforma,
alegando que ya había disfrutado un permiso de salida
y había regresado puntualmente al Centro, y que si hasta
la fecha no había disfrutado otros permisos era porque
le habían sido refundidas algunas condenas anteriores
que ya sabía que tenía que cumplir, pese a lo cual regresó
al Centro. Asimismo manifestaba que tenía una irrepro-
chable trayectoria penitenciaria, con desempeño conti-
nuo de trabajos y que su situación familiar (compañera
e hijo de cinco años y madre enferma) aconsejaba que
le dejaran disfrutar de los permisos.

d) El Ministerio Fiscal se opuso a la reforma del
Auto, y el órgano judicial, por otro de 19 de mayo siguien-
te, ratificó su decisión. En esta última resolución, el órga-
no judicial razonaba que no se habían modificado las
circunstancias que llevaron a denegar el permiso de sali-
da por lo que, ante el informe negativo del Ministerio
Fiscal, procedía desestimar el recurso de reforma inter-
puesto.

e) Frente a esta resolución el ahora demandante
interpuso recurso de apelación. Adujo el recurrente que
cumplía todos los requisitos establecidos en el artículo
254 del Reglamento Penitenciario (en adelante RP) (cum-
plimiento de la cuarta parte de la condena, clasificación
en segundo grado y buen comportamiento), así como
que el permiso era indispensable para la preparación
de su vida en libertad, que no existía riesgo alguno de
quebrantamiento ni de hacer mal uso de la libertad tran-
sitoria puesto que lo disfrutaría con sus padres y su hijo,
a quien no veía desde hacía dos años, y que su situación
era particularmente grave por el desarraigo social que
implicaba su internamiento en un Centro alejado de su
residencia familiar. Alegó expresamente la vulneración
de los artículos 9.2 y 24 de la Constitución Española,
59.2 de la Ley Orgánica General Penitenciaria y 237.2
del Reglamento Penitenciario de 1981, vigente en aque-
lla fecha.

f) En el recurso de apelación, la defensa y repre-
sentación del recurrente alegaron el cumplimiento de
los requisitos legales y reglamentarios para la concesión
del permiso de salida, añadiendo que la tesis que man-
tenía la Audiencia de Vitoria de la lejanía de la fecha
de concesión de la libertad condicional, añadía un requi-

sito no expresado en la Ley ni en el Reglamento Peni-
tenciario, contrario a la finalidad de los permisos peni-
tenciarios de salida. El Ministerio Fiscal se opuso al recur-
so alegando que por la pena impuesta, naturaleza del
delito y excesivo tiempo que restaba para el cumplimien-
to de la pena, debía ser confirmada la resolución de
instancia.

g) La Sala, por Auto de 30 de diciembre de 1995
confirmó la resolución de instancia. Después de trans-
cribir el apartado 2 del artículo 254 RP, relativo a los
requisitos para la concesión del permiso de salida en
el primero de los fundamentos, razona que: «En relación
con la fecha de solicitud del permiso procede desestimar
el recurso, por cuanto consta cómo los tres cuartos de
la condena se cumplirían el 17 de julio de 1997, lo
que supone un exceso de condena, que no se ajusta
al criterio interpretativo de esta Sala, según el cual la
facultad de otorgar permisos ordinarios de salida va uni-
da a la finalidad de preparación para la vida en libertad,
que razonablemente ha de entenderse eficaz cuando la
posibilidad de alcanzar el beneficio de la libertad con-
dicional está más próximo en el tiempo. Argumento que
razonablemente justifica la decisión contraria al permiso,
en ejercicio de esa facultad».

4. En la demanda de amparo, el recurrente aduce
la vulneración de su derecho a la tutela judicial efectiva
por defectos de motivación en la resolución judicial.
Según el demandante, el órgano judicial de apelación
se ha limitado a realizar una interpretación impersonal,
ajena al caso concreto enjuiciado, que no da respuesta
a las alegaciones que se realizaron en el escrito inter-
poniendo el recurso de apelación. Además, considera
que la interpretación ofrecida es contradictoria y fruto
de un error patente, en la medida en que mientras que
por un lado establece que para la concesión del permiso
de salida es preciso haber cumplido la cuarta parte de
la condena, por otro considera que para su concesión
es necesario haber cumplido las tres cuartas partes de
la misma. Por ello solicita de este Tribunal otorgue el
amparo y anule la resolución recurrida concediendo el
permiso de salida interesado.

5. Mediante providencia de 15 de julio de 1996
la Sección Segunda acordó, antes de decidir sobre la
admisión del recurso, recabar del Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria de Bilbao la remisión de testimonio del
expediente. Verificado lo anterior, por providencia de 25
de octubre siguiente se requirió a la Audiencia Provincial
de Vitoria la remisión de testimonio del rollo de apelación.
Una vez recibido el testimonio anterior, por providencia
de 25 de noviembre se acordó dar vista al Ministerio
Fiscal, al Abogado del Estado y a la Procuradora del
recurrente a fin de que, en el plazo común de veinte
días, presentaran las alegaciones que a su derecho
convinieran.

6. El Fiscal formuló sus alegaciones interesando la
desestimación del recurso de amparo. En síntesis, con-
testando los argumentos del demandante, niega la exis-
tencia de incoherencia interna o error patente en la fun-
damentación de las resoluciones analizando la diferencia
entre el requisito de haber cumplido la cuarta parte de
la condena y la razón esgrimida por los órganos judiciales
de estar lejano el tiempo de cumplimiento de las tres
cuartas partes de la condena. Mantiene seguidamente
que el artículo 254 RP confiere a los jueces una facultad
discrecional en la concesión de los permisos de salida,
sobre cuya aplicación el Tribunal no debe pronunciarse
siempre que exista motivación suficiente y no se pro-
duzca un error patente, que no existe en este caso. Para
el Ministerio Público, la afirmación del largo tiempo que
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le quedaba al interno para llegar a las tres cuartas partes
de la condena, implica un pronunciamiento sobre la falta
de uno de los requisitos establecidos en el artículo 254
RP. Por ello estamos ante un supuesto de aplicación
de la legalidad ordinaria carente de contenido cons-
titucional.

7. El Abogado del Estado alegó que no existe incon-
gruencia ni error patente, ni arbitrariedad en la argu-
mentación. Las dudas que plantea el asunto son de moti-
vación, pero no puede decirse que exista una contra-
dicción en el requisito fijado por la Audiencia (que deno-
mina standard de control) de estar próximo al cumpli-
miento de las tres cuartas partes de la condena, pues
este requisito está directamente relacionado con la fina-
lidad de preparar la vida en libertad, que es lo que pre-
tende el precepto reglamentario y lo que establece el
artículo 47.2 LOGP. Tras analizar la doctrina sentada
en la STC 112/1996 entiende que el caso que nos ocupa
no es el mismo que el que allí se resolvió, ya que también
se contemplan en las resoluciones judiciales otras razo-
nes, basadas en los informes obrantes en el expediente,
que ponen de manifiesto la drogodependencia del reclu-
so y problemas asociados a ella, como la comisión en
el pasado de faltas disciplinarias graves. Por ello, man-
tiene, la mención a la lejanía del cumplimiento de las
tres cuartas partes es «un modo de expresar que los
permisos de salida pueden repercutir perjudicialmente
en el interesado desde el punto de vista de su prepa-
ración para la vida en libertad» y, en definitiva, «más
que insuficiente motivación, en sentido sustancial hay
deficiente expresión, que puede superarse mediante la
lectura completa del expediente».

8. El 20 de diciembre de 1996 presentó sus ale-
gaciones la representación del recurrente. Tras ratificarse
en el escrito de demanda, insistió en que la lectura de
los testimonios del expediente penitenciario y el rollo
de apelación revelaba la inexistencia de una verdadera
motivación, por no haber ajustado el razonamiento al
caso concreto y por haber realizado una errónea apli-
cación de la legislación.

9. Por providencia de 28 de abril de 2000, se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 5 de mayo del mismo año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Se queja el demandante de no haber recibido
una resolución «fundada en Derecho» y, por lo tanto,
de la vulneración de su derecho a la tutela judicial efec-
tiva, consagrada en el artículo 24.1 de la Constitución
Española. Para el recurrente, la respuesta que ha recibido
de los órganos judiciales respecto de la denegación del
permiso de salida penitenciario fue una respuesta imper-
sonal, estereotipada, que no analiza los requisitos espe-
cíficos requeridos para la concesión de tales permisos
y que añade, de modo erróneo y arbitrario, un requisito
contrario a las previsiones de la Ley Orgánica General
Penitenciaria y del Reglamento Penitenciario de 1981,
aplicable en el caso. Aduce el recurrente que la nece-
sidad de tener cumplidas las tres cuartas partes de la
condena, como argumenta la Audiencia Provincial de
Vitoria en la resolución que combate, cuando el Regla-
mento Penitenciario de 1981 sólo exige para la con-
cesión de los permisos haber cumplido la cuarta parte
de la condena, es una interpretación arbitraria y ajena
a la finalidad de los permisos penitenciarios.

2. Situada, pues, la queja del demandante en el
ámbito del derecho a la tutela judicial efectiva, hemos
mantenido reiteradamente que el derecho a recibir una

resolución «fundada en Derecho» respecto de la pre-
tensión ejercitada, es una garantía frente a la arbitra-
riedad y a la irrazonabilidad en la actuación de los pode-
res públicos (SSTC 131/1990, de 16 de julio, FJ 1 y
112/1996, de 24 de junio, FJ 2), por lo que esta exi-
gencia constitucional no puede entenderse cumplida con
cualquier fundamentación. Es preciso, hemos dicho, que
en la propia resolución se evidencie de modo incues-
tionable que su razón de ser es una aplicación razonada
de las normas que se consideran aplicables al caso (SSTC
23/1987, de 23 de febrero, FJ 3; 18/1987, de 16 de
febrero, FJ 2; 154/1997, de 13 de julio, FJ 4; y, más
recientemente 147/1999, de 4 de agosto, FJ 3). Tam-
bién, que cuando están en juego otros derechos fun-
damentales —y entre ellos, desde luego, cuando está
en juego el derecho a la libertad— la exigencia de moti-
vación cobra particular intensidad y, por ello, hemos
reforzado el canon exigible (SSTC 62/1996, de 15 de
abril, FJ 2; 34/1997, de 25 de febrero, FJ 2; 175/1997,
de 13 de julio, FJ 4; 200/1997, de 24 de noviembre,
FJ 4; 116/1998, de 2 de junio, FJ 4; 2/1999, de 25
de enero, FJ 2 y 147/1999, ya citada, FJ 3). No obstante,
la posibilidad de control de las resoluciones judiciales
desde la perspectiva constitucional, ha de limitarse a
la comprobación de la relación directa y manifiesta exis-
tente entre la norma que el juzgador declara aplicable
y el fallo de la resolución exteriorizada en su argumen-
tación jurídica (STC 112/1996, ya citada, FJ 2). Dicho
de otra forma, el artículo 24.1 de la Constitución no
ampara el acierto de las resoluciones judiciales; la selec-
ción e interpretación de la norma aplicable corresponde
en exclusiva a los órganos judiciales, y el control del
Tribunal Constitucional ha de limitarse a aquellos supues-
tos en los que la resolución judicial sea manifiestamente
infundada, arbitraria, irrazonada o irrazonable o fruto
de un error patente, supuestos éstos que hemos llega-
do a denominar de simple apariencia del ejercicio de
la Justicia (SSTC 148/1994, de 12 de mayo, FJ 4 y
2/1997, de 22 de abril, FJ 2).

3. Proyectando la expuesta doctrina a los supuestos
de denegación de permisos de salida penitenciarios,
hemos mantenido que lo relevante a la hora de enjuiciar
la posible lesión del artículo 24.1 CE desde la perspectiva
de la resolución fundada en Derecho, es determinar si
la motivación de las resoluciones impugnadas denegan-
do la concesión de permisos de salida, es reconducible
a los supuestos constitucionalmente lícitos, y si de tales
resoluciones objeto de análisis puede extraerse la con-
clusión de que se ha producido la denegación del per-
miso de salida con arreglo a dichos supuestos. Desde
este planteamiento (SSTC 112/1996, de 24 de junio,
FJ 4, y 2/1997, de 13 de enero, FJ 4 y, últimamente,
STC 204/1999, de 8 de noviembre, FJ 3), la posibilidad
de conceder permisos de salida penitenciarios se conec-
ta con una de las finalidades esenciales de la pena pri-
vativa de libertad: la reeducación y reinserción social
(art. 25.2 CE) al contribuir a lo que hemos denominado
la «corrección y readaptación del penado» (STC
19/1988, de 16 de febrero, FJ 7) y se integra en el
sistema progresivo formando parte del tratamiento.
Y, aunque hayamos afirmado que el artículo 25.2 de
la Constitución no contiene un derecho fundamental sino
un mandato al legislador para orientar la política penal
y penitenciaria, ello no significa que pueda desconocerse
en la aplicación de las leyes, y menos aún cuando el
legislador, cumpliendo el mandato de la Constitución,
establece diversos mecanismos e instituciones en la
legislación precisamente encaminados a garantizar la
orientación resocializadora, facilitando la preparación de
la vida en libertad, uno de cuyos mecanismos es, con-
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cretamente, el de la concesión de permisos que, como
expresamente hemos dicho (SSTC 112/1996, 2/1997
y 204/1999, ya citadas), pueden fortalecer los vínculos
familiares, reducir las tensiones propias del internamien-
to y las consecuencias de la vida continuada en prisión,
que siempre conlleva el subsiguiente alejamiento de la
realidad diaria. Constituyen, además, un estímulo a la
buena conducta, a la creación de un sentido de res-
ponsabilidad del interno y, con ello, al desarrollo de la
personalidad. Le proporcionan información sobre el
medio social en el que va a integrarse, e indican cuál
es la evolución del penado. No obstante, hemos llamado
también la atención sobre las cautelas que se derivan
de la concesión automática de los permisos al constituir
una vía fácil para eludir la custodia, declarando que es
razonable que su concesión no sea automática una vez
constatado el cumplimiento de los requisitos objetivos
y que, por ello, no basta con que éstos concurran sino
que, además, no han de darse otras circunstancias que
aconsejen su denegación a la vista de la perturbación
que puedan ocasionar en relación con los fines antes
expresados.

4. La ausencia de automatismo en el otorgamiento
de los permisos penitenciarios se recoge en la Ley Orgá-
nica General Penitenciaria 1/1979, de 26 de septiembre,
y su Reglamento aprobado por Real Decreto
1201/1981, de 8 de mayo, modificado por el Real
Decreto 787/1984, de 28 de marzo, aplicables en el
presente caso. En sus artículos 47.2 y 254, respecti-
vamente, se establece y regula la posibilidad de conceder
permisos de salida para la preparación de la vida en
libertad. Estos permisos se pueden dispensar, previo
informe de los equipos técnicos, a los penados que,
estando clasificados en segundo o tercer grado, reúnan
dos requisitos objetivos: haber extinguido la cuarta parte
de la totalidad de la condena y no observar mala con-
ducta. En desarrollo de dicha previsión legal, el art. 254.2
del Reglamento Penitenciario añade que, no obstante
reunir los dos requisitos antes mencionados, la propuesta
de los equipos técnicos o el acuerdo de la Junta de
Régimen y Administración serán negativos si, por infor-
maciones o datos fidedignos o por la concurrencia en
el interno de circunstancias peculiares, consideran que
es probable que el penado quebrante la condena, o que
cometa nuevos delitos o, simplemente, que el permiso
pueda repercutir negativamente en la finalidad principal
del disfrute que es la preparación de la vida en libertad
del interno.

Por ello, hemos exigido que en la concesión o dene-
gación de los permisos de salida se explicite la presencia
de tales circunstancias o requisitos, tanto en sentido posi-
tivo como negativo, exponiendo así las razones conec-
tadas con el sentido de la pena y la finalidad de su
cumplimiento.

5. Pues bien, aplicando al caso la doctrina que aca-
bamos de exponer, no cabe entender que las resolu-
ciones judiciales denegatorias del permiso de salida
hayan supuesto la vulneración del derecho del deman-
dante a obtener una resolución fundada en Derecho y,
por lo tanto, una lesión al derecho a la tutela judicial
efectiva del artículo 24.1 CE.

De la lectura de los antecedentes se desprende que
el Auto del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de 8
de marzo de 1995 desestimó la queja formulada por
el recurrente, tras recabar informes sociales, psicológicos
y de conducta del recurrente, a la vista del informe nega-
tivo del Centro Penitenciario, razonando que si bien cum-
ple los requisitos de haber cumplido una cuarta parte
de la condena y estar clasificado en segundo grado,
como establece el artículo 254.2 del Reglamento Peni-
tenciario, «no concurren las demás circunstancias que
dicho precepto exige para la concesión del permiso de

salida solicitado, toda vez que la lejanía del cumplimiento
de las tres cuartas partes de la condena (junio 1998)
podría favorecer el quebrantamiento, por lo que ante
el informe negativo de la Junta de Régimen y la oposición
del Ministerio Fiscal, no procede estimarse la queja del
interno». En los informes emitidos por el Centro Peni-
tenciario a petición de la Juez de Vigilancia Penitenciaria,
por el educador y el psicólogo se resaltó que a la vuelta
a prisión del demandante, después de disfrutar un per-
miso anterior, dió positivo al consumo de cannabis y
opiáceos, y a sus antecedentes de consumo de drogas.
Consta, asimismo, que el informe de la Junta de Tra-
tamiento fue contrario a la concesión del permiso por
unanimidad, con base en la lejanía de las tres cuartas
partes para el cumplimiento de la condena.

El Auto del Juzgado de 29 de mayo de 1995, que
resolvió el recurso de reforma planteado por el recurren-
te, se limita a dar por reproducidos los argumentos del
anterior, estimando que no han sido desvirtuados, y el
Auto de la Audiencia Provincial de Vitoria de 30 de
diciembre de 1995, después de transcribir el contenido
del artículo 254.2 del Reglamento Penitenciario, ofrece
como motivación la doctrina de la propia Sala según
la cual «la facultad de otorgar permisos ordinarios de
salida va unida a la finalidad de preparar la vida en liber-
tad, que razonablemente ha de entenderse eficaz cuando
la posibilidad de alcanzar el beneficio de la libertad con-
dicional está más próximo en el tiempo».

Expresamente hemos declarado (STC 204/1999, de
8 de noviembre, FJ 5, con cita de las SSTC 81/1997,
de 22 de abril, 193/1997, de 11 de noviembre, y
88/1998, de 21 de abril) que no le corresponde a este
Tribunal, en sede de recurso de amparo, determinar cuál
sea la interpretación más plausible de los condicionantes
legales y reglamentarios de los permisos de salida, ni,
por tanto, si el criterio de denegación expuesto en las
resoluciones impugnadas resulta o no el más indicado
para una correcta política de permisos. Y también hemos
afirmado que, dado que el disfrute de dichos permisos
no es un derecho incondicionado del interno, sino que
en su concesión interviene la ponderación de otra serie
de circunstancias objetivas y subjetivas para impedir que
la finalidad de la medida se frustre, lo esencial es com-
probar que las razones empleadas para fundamentar el
rechazo de la pretensión del recurrente no se encuentran
desconectadas con los fines de la institución, es decir,
con la preparación del interno para la vida en libertad.

En el caso ahora enjuiciado, las resoluciones impug-
nadas, además de haber considerado los informes espe-
cíficamente recabados por el Juzgado de Vigilancia Peni-
tenciaria, que arrojaron como resultado episodios de con-
sumo de estupefacientes en un anterior permiso, no han
subordinado la decisión al cumplimiento de las tres cuar-
tas partes de la condena, introduciendo así un requisito
no previsto legalmente; por el contrario razonan que la
función de preparación de la vida en libertad está rela-
cionada con la lejanía del tiempo de cumplimiento pre-
ciso para obtener la libertad condicional, argumentación
que hemos declarado expresamente compatible con los
fines de la institución (SSTC 81/1997 y 204/1999),
que no excluye ni impide la reiteración de la solicitud
y la obtención del permiso en un momento posterior,
y que es apreciada por los Tribunales ordinarios desde
unas condiciones de inmediación para la valoración de
las circunstancias concretas del caso de las que no goza
este Tribunal (STC 2/1997 y ATC 311/1997, de 29
de septiembre), todo lo cual nos lleva a la desestimación
del presente recurso de amparo.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Candelario Villa-
nueva Pérez.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a cinco de mayo de dos mil.—Pedro
Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pa-
blo García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fernando
Garrido Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado
y rubricado.

10658 Sala Segunda. Sentencia 110/2000, de 5 de
mayo de 2000. Recurso de amparo
2.560/1996. Promovido por don Pedro López
Ros respecto a las Sentencias de la Audiencia
Provincial de Murcia y del Juzgado de lo Penal
de Cartagena que le condenaron como autor
de un delito de desacato al Alcalde de San
Pedro del Pinatar, por publicar en el diario
«La Opinión» un artículo titulado «El Senador
rompenidos». Vulneración de los derechos a
la libertad de expresión y de información: crí-
ticas a un personaje público sobre un asunto
de interés general, sobre información obte-
nida diligentemente, y que pese al tono acerbo
o satírico no utiliza expresiones injuriosas o
impertinentes.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Julio Diego González Campos, don Tomás S. Vives Antón,
don Vicente Conde Martín de Hijas y don Guillermo Jimé-
nez Sánchez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2560/96, interpuesto
por don Pedro López Ros, representado por el Procurador
don Carlos Ibáñez de la Cadiniere, con la asistencia del
Letrado don Ramón Luis García García, contra la Sen-
tencia de la Sección Tercera de la Audiencia Provincial
de Murcia, de 16 de mayo de 1996, desestimatoria del
recurso de apelación núm. 68/1996 deducido frente
a la Sentencia del Juez de lo Penal núm. 1 de Cartagena,
de 21 de febrero de 1996, dictada en el procedimiento
abreviado núm. 69/93, que había condenado al
recurrente, como autor de un delito de desacato, que
también se impugna. Ha intervenido el Ministerio Fiscal
y don José Antonio Albaladejo Lucas, representado por
el Procurador don Jorge Deleito García y asistido de
Letrado. Ha sido Ponente el Magistrado don Tomás S.
Vives Antón, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
guardia el 19 de Junio de 1996 y registrado en este

Tribunal el siguiente 24 el Procurador antes citado, en
nombre y representación de don Pedro López Ros, for-
muló demanda de amparo contra las resoluciones judi-
ciales reseñadas en el encabezamiento.

2. La Sentencia condenatoria dictada en primera
instancia, impugnada en este proceso de amparo, se
apoya en el siguiente relato de hechos probados:

«... en la edición del diario “La Opinión” del día
9 julio 1990, Pedro López Ros, nacido el 4 mayo
1951, sin antecedentes penales, llevado por el áni-
mo de desprestigiar a D. Jose Antonio Albaladejo
Lucas, y con conocimiento de su condición de Sena-
dor y Alcalde de San Pedro del Pinatar, publicó,
dentro de la sección de opinión y en una colabo-
ración que titula “Al sur de la contestanía” un ar-
tículo que, bajo el título “El senador rompenidos”,
literalmente decía:

Estaba yo muy contento con tener un senador
murciano, que fuera y que viniera como un ciclón,
con Mercedes y secretaria rubia incluida, defen-
diendo los intereses de los huertanos del interior
y los contestanos del exterior. Veía yo mucho en
la prensa a su señoría D. Jose Antonio Albaladejo,
trabajando el hombre mucho, igual por los con-
venios de las policías municipales, que preocupado
por las camas en los pasillos, y me decía yo para
mí (¿se podrá escribir esto?), pues estamos salva-
dos. Este hombre está lanzado en la política nacio-
nal, va para presidente del Partido Popular, y nos
va a dejar tranquilos (digo, vamos a tener una sen-
sible pérdida) con sus altos vuelos nacionales. Pues
no, hombre, no. Fracasa con los críticos de Cánovas
en el congreso regional (¡ay, Juanico, que te juntas
ya con to el mundo, hijo!), y vuelve a las andadas
de virrey de las salinas protegidas con dos espec-
taculares acciones para que nos creamos a pies
juntillas la preocupación de su partido por el medio
ambiente que quieren vendernos los “pepes”. Por
una mano, senatorial y caciquil, se le incendian los
carrizales para que “haiga” más suelo urbanizable
para Promosa o proleches, y ni las fuerzas del orden
que se llaman para esos incendios de las “pragmites
australis”; y con la otra mano, noble de albañil e
impúdica de promotor, da permiso real a Salinera
Española para los escandalosos movimientos de
tierras en plena nidificación de las aves del coto
protegido, para que se jodan los pájaros, que segu-
ramente son de izquierdas, como en aquella copla
del llorado Jorge Cafrune (“Demonio, si hasta los
pájaros en América Latina se hacen revoluciona-
rios”). Los pobres y desvalidos muchachos del Gru-
po naturalista Mar Menor, eso sí, respondones y
predicadores en el desierto hasta la extenuación,
con Joaquín Palazón de incansable vocero inase-
quible al desaliento, fueron esta semana a pedirle
explicaciones al incendiario-rompenidos. Y el nunca
bien ponderado Senador les explicó cómo está el
asunto. “Los carrizales son un foco de mierda, y
yo me los voy a cargar, ¿qué pasa?”, dijo el alcalde.
Los ecologistas contestaron tímidamente, que las
cenizas de los carrizales, como el Ave Fénix, resur-
gen convertidas en abono con más fuerza, y Pepito
Mercedes que tiene soluciones para todo, les sen-
tenció: “no serán abono, hijos, porque después de
quemarlos, los escombraremos y muerto el perro,
se acabó la rabia”. Palazón intentó explicarle al ilus-
trado alcalde, entonces, que existen programas de
investigación en las Inglaterras de la Thatcher sobre
la utilización demostrada de los carrizales para recu-
peración de aguas residuales, y si quieres arroz,


